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JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁPRIVATE 

-SECCIÓN TERCERA-

Bogotá D.C., 
	JUEZ
	:
	OMAR EDGAR BORJA SOTO

	Medio de Control
	:
	Reparación Directa  

	Ref. Proceso
	:
	11001 33 36 037 2013 000277 00

	Accionante
	:
	Yeisson Yohani Tijo Jiménez y otros

	Accionado
	: 
	La Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional   


SENTENCIA 

1. OBJETO

No existiendo causal de nulidad que afecte la validez de lo actuado dentro del presente proceso, corresponde al Despacho proferir sentencia en primera instancia respecto de la acción contencioso administrativa por el medio de control de reparación directa formulada, por YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ y GLORIA EMELINA JIMÉNEZ CORTÉS, quien actúa en nombre propio y en representación del menor  MANUEL SANTIAGO CASTAÑEDA contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, con ocasión de las lesiones sufridas en la humanidad de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, en hechos ocurridos el 28 de Noviembre de 2010 de conformidad con la calificación del informativo administrativo prestacional por lesiones No. 139/2010 suscrito por el Comandante del Departamento de Policía de Cundinamarca.
2. LA DEMANDA 
2.1. PRETENSIONES
“1. DECLARACIONES Y CONDENAS

1.1. Que se sirva declarara que la entidad pública demandada NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, es administrativamente responsable por los perjuicios materiales e inmateriales causados a mis poderdantes, producto de las lesiones que fueron causadas al señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, consistentes en fractura de reborde infraorbitario derecho con pérdida parcial de la visión, fractura en hemicara derecha y fractura nasal con secuelas permanentes, producidas en servicio activo, como Auxiliar de Policía, al encontrarse prestando su servicio militar obligatorio en la estación de Policía de Cota adscrita al Departamento de Policía (Cundinamarca), por hechos ocurridos en el sector céntrico de dicho Municipio, el día 28 de Noviembre de 2010, a las 17:00 horas, cuando se encontraba prestando servicio de vigilancia comunitaria y fue llamado a prestar apoyo a la patrulla de vigilancia para un procedimiento de captura y recibió un pulo de un menor de edad quien es trasladado a la Unidad de Infancia y Adolescencia.

1.2. Como consecuencia de lo anterior, se sirva condenar a la entidad pública demandada NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, a reconocer, liquidar, y pagar a favor de mis mandantes, o a quien represente legalmente sus derechos, los perjuicios de orden material e inmaterial, subjetivos y objetivados, pasados, actuales y futuros, los cuales se estiman como mínimo de la siguiente manera, o conforme a los que resulte probado dentro del proceso, o en su defecto, en forma genérica:
a) PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE

Solicito respetuosamente al despacho, que para el reconocimiento de este perjuicios, se emplee la fórmula utilizada reiteradamente por la Jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado, consistente en la renta actualizada (Ra) es igual a la renta histórica (la que podría haber devengado la víctima al momento de ser dado de baja de la Policía Nacional –año 2011-), que es el salario mínimo legal vigente, multiplicada por el índice de precios al consumidor del mes anterior a la sentencia, dividido por el índice de precios al consumidor vigente en el mes del posible inicio de la vida productiva, esto es, en junio de 2011, conforme a las certificaciones del DANE.

La suma anterior deber ser adicionada en un 25%, correspondiente al valor de las prestaciones sociales, y la suma obtenida, la cual debe ser reducida en el equivalente al porcentaje de incapacidad.

De igual manera, se debe tener en cuenta la edad del afectado al momento de su retiro de la Policía Nacional, para efectos de determinar la vida probable, según la tabla colombiana de mortalidad adoptada por la autoridad competente.

La indemnización a que tiene derecho el afectado, comprende dos períodos: uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que el perjudicado tuvo oportunidad de iniciar su vida laboral hasta  la fecha de la sentencia, y el otro, futuro o anticipado, que corre desde la fecha de esta sentencia hasta el fin de su vida probable.

(…)

b) PERJUICIO INMATERIAL POR DAÑO MORAL

· CIEN SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES (100 SMLMV) por concepto de daño moral, a favor del señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, como afectado o perjudicado directo.
· CIEN SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES (100 SMLMV) por concepto de daño moral, a favor de la señora GLORIA EMELINA JIMÉNEZ CORTÉS, en calidad de madre del señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ.
· SETENTA Y CINCO SALARIOS MÍNIMO MENSUALES VIGENTES (75 SMLMV) por concepto de daño moral, a favor del menor MANUEL SANTIAGO CASTAÑEDA JIMÉNEZ, en calidad de hermano del señor YEISO YOHANI YIJO JIMÉNEZ.
c) PERJUICIO INMATERIAL POR DAÑO A LA VIDA EN RELACIÓN

· QUINIENTOS SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES (500 SMLMV), por concepto de daño a la vida en relación, a favor del señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, como afectado o perjudicado directo.
1.3. Se sirva ordenar, que los valores determinados en la condena respectiva, sean actualizados  e indexados de conformidad con lo previsto en el artículo 192 del C.C.A. (ley 1437 de 2011), desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la de ejecutoria del correspondiente fallo definitivo.

1.4. Se sirva ordenar, que la parte  demandada de cumplimiento a la sentencia, en los términos previstos en los artículos 192 y 195 del C.C.A. (ley 1437 de 2011).

1.5. Que se condene en costas y agencias en derecho a la parte demandada, de conformidad con lo establecido en el artículo 188 del C.C.A. (Ley 1437 de 2011)”.
2.2. HECHOS
“2.1. El día 14 de Agosto de 2009, el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, fue incorporado como conscripto, para prestar su servicio militar obligatorio, en su calidad de Auxiliar de Policía, en la Estación de Policía de Cota adscrita al Departamento de Policía de Cundinamarca.
2.2. Al ingreso a dicha institución castrense, se le realizaron todos los exámenes médicos tanto físicos como psicológicos que lo declararon apto para prestar su servicio militar obligatorio, como Auxiliar de Policía, sin ningún tipo de salvedades u observaciones.

2.3. Dentro de la prestación del servicio militar obligatorio, como Auxiliar de Policía en el Municipio de Cota (Cundinamarca), el día 28 de Noviembre de 2010, a las 17:00 horas, cuando se encontraba en un sector céntrico de dicho Municipio, prestando servicios de vigilancia comunitaria, fue llamado por sus superior para prestar apoyo a la patrulla de vigilancia para un procedimiento de captura.

2.4. En ejecución del operativo en comento, es decir, en cumplimiento de su deber legal y constitucional, recibió un puño en la cara por parte de un menor de edad quien es trasladado a la Unidad de Infancia y Adolescencia de dicho Municipio.

2.5. Por causa de dicho golpe, se le generó al señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, una fractura de reborde infraorbitario derecho con pérdida parcial de la visión, fractura en hemicara derecha y fractura nasal con secuelas permanentes.
2.6. Como consecuencia del acaecimiento de los hechos narrados, el afectado radicó la respectiva denuncia penal por lesiones personales ante la Fiscalía General de la Nación, y se practicó la respectiva valoración médico legal en el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

2.7. Producto de lo anterior, el Comando del Departamento de Policía de Cundinamarca, adelantó el respectivo proceso administrativo de calificación de las lesiones sufridas por el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ.
2.8. Mediante informativo administrativo por lesiones No. 139/2010, de conformidad con lo preceptuado en el literal b) artículo 24 del decreto 1796/2000 se calificó la lesión sufrida por el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, como en el EN EL SERVICIO POR CAUSA Y RAZÓN DEL MISMO, ES DECIR, ACCIDENTE DE TRABAJO.

2.9. La anterior resolución fue notificada personalmente al señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, el día 04 de Febrero de 2011.

2.10. El informe administrativo por lesiones fue remitido mediante oficio 088-ASJUR-DECUN 41.1 de fecha 07 de Febrero de 2011, al jefe de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, con la finalidad de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Directiva Administrativa Permanente No. 012 del 06/10/08.

2.11. El día 03 de Junio de 2011, s ele practica al señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, el examen medico para su licenciamiento, en el cual se evidencian que al egreso de su servicio militar obligatorio, presenta lesiones en cara y nariz.
2.12. El día 16 de Junio de 2011, es licenciado de su servicio militar obligatorio, el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, y para ello se le expide su tarjeta de reservista 1.116.249.418, con constancia de conducta EXCELENTE.

2.13. El día 17 de Junio de 2011, el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, presenta y radica solicitud de convocatoria de junta médico laboral, ante el área de medicina laboral y salud ocupacional de la Policía nacional.

2.14. Hasta la fecha de radicación de la presente demanda, a pesar de haber transcurrido con creces el término legal para dicho efecto, la entidad demandada no ha realizado Junta Médica Laboral para el trámite de reconocimiento y de pago de la solicitud radicada por el seños YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ.

2.15. Las anteriores lesiones, sufridas por el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, durante su servicio militar obligatorio, dejaron secuelas no sólo físicas sino también psicológicas de carácter permanente, y han afectado el normal desarrollo de su vida, pues no pudo continuar con su proyecto de vida que era ser Suboficial de la Policía Nacional, por causa del accidente sufrido, ya que presenta disminución en su capacidad visual y fractura consolidada en cara y nariz, que no le permiten continuar con la carrera policial.

2.16. De igual manera, el hogar del señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, conformado por su madre y su hermano menor, se ha visto afectado no solo psicológicamente, sino también económicamente pues a él ingresaban recurso por parte del señor TIJO, que ya no se van a percibir, debido a la pérdida de capacidad laboral sufrida por el accidente sufrido durante la prestación de su servicio militar obligatorio.

2.17. Por otro lado, el señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ se encuentra afectado no sólo físicamente sino también psicológicamente, pues tiene secuela notorias en su rostro, que no le permiten llevar una vida normal en comunidad, de igual manera, tiene afectada su visión, y esa situación no le ha permitido desempeñarse normalmente en su cotidianidad, ni tampoco le han permitido conseguir un trabajo formal.
2.18. Los actores, a través de apoderado presentaron ante la Procuraduría general de la nación, el día 13 de Agosto de 2012, solicitud de conciliación extrajudicial en derecho, convocando a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, con miras a obtener el reconocimiento y pago de los perjuicios de orden material e inmaterial que fueron erogados.

2.19. El día 23 de Octubre de 2012, se llevó a cabo en la Procuraduría 139 Judicial II para asuntos administrativos ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, bajo la radicación 139-2012-154, audiencia de conciliación extrajudicial en derecho, en la cual no se llegó a un acuerdo entre las partes, declarándose fallida.

2.20. Producto de lo anterior, la Doctora KARINA VENCE PELAEZ, en su carácter de Procuradora 139 Judicial II para asuntos administrativos ante el tribunal Administrativo de Cundinamarca, expide certificación de fecha 23 de Octubre de 2012, en la cual da por cumplido el requisito de procedibilidad exigido para acudir a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.

2.21. En virtud de lo expuesto, los actores me confirieron poder especial, amplio y suficiente, con la finalidad de solicitar el reconocimiento y pago de los perjuicios materiales e inmateriales, derivados de las lesiones que fueron causadas al señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, consistentes en fractura de reborde infraorbitario derecho con perdida parcial de la visión, fractura en hemicara derecha y fractura nasal con secuelas permanentes, producidas en servicio activo, como Auxiliar de Policía, al encontrarse prestando su servicio militar obligatorio en la estación de Policía Cota adscrita al Departamento de Policía (Cundinamarca), por hecho ocurridos en sector céntrico del municipio de Cota (Cundinamarca), el día 28 de Noviembre de 2010, a las 17:00 horas, cuando se encontraba prestando servicio de vigilancia comunitaria y fue llamado a prestar apoyo en la patrulla de vigilancia para un procedimiento de captura y recibió un puño de un menor de edad quien es trasladado a la Unidad de Infancia y Adolescencia”.
3. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA POR LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL (folios 42 a 46 del Cuaderno Principal)
La apoderada del Ministerio de Defensa contestó la demanda el 03 de Diciembre de 2013 en los siguientes términos:
“HECHOS

Con respecto a los hechos invocados en la demanda, debe afirmarse que el único hecho conocido y cierto es que el joven YEISON YOHANI TIJO JIMENEZ, prestó su servicio militar en la Entidad demandada, en cuanto a las demás situaciones fácticas planteadas deben probarse dentro del proceso.

En Relación con las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los hechos, los mismos deberán entrarse a probar dentro de este proceso, para llenar las exigencias procedimentales vigentes.
Es por ello que los hechos que se presentan en la demanda deben probarse y por tanto la suscrita Apoderada se atiene a los que resulten probados en el expediente.

Por otro los aspectos que se exponen en los numerales constituyen aspectos facticios que deberán ser probados por el demandante, y en cuanto a las demás afirmaciones que aquí se hacen, estos no son fundamentos de hecho sino consideraciones y apreciaciones subjetivas que buscan argumentar las pretensiones de la demanda.

1: 
ES cierto.

2:
 Es cierto.

3.
Es cierto

4.
Es cierto.
5.
No me consta por cuanto no hay prueba de ello dentro del traslado de la demanda.

6.
Es cierto.

8.
Es cierto.

9.
ES cierto.
10.
ES cierto.

11.
Es cierto.

12.
ES cierto.
13 y 14. No me consta por cuanto no hay prueba de ello dentro del traslado de la demanda.

15.
No me consta que lo pruebe, además el ingreso a la Policía Nacional se consolida, después de haber aprobado satisfactoriamente todos los requisitos para ser un patrullero. Por otro lado, es de aclarar que en la actualidad solo hay convocatorias para ingresar en el Nivel ejecutivo y como oficial, pues ya no existe la categoría de suboficial.

16.
No me consta que lo pruebe.
17 a 20. No son un hecho, es un requisito de procedibilidad.
21. No es un hecho es un requisito de procedibilidad.

Es de resaltar que lo ocurrido se traduce al HECHO DE UN TERCERO, causal excluyente de responsabilidad.

A LAS PRETENSIONES:

Manifiesto que la Entidad Pública que represento, se opone a la totalidad de las pretensiones de la demanda y considera que las mismas no están llamadas a prosperar, por considerar que legalmente no son procedentes, ya que no existe ninguna norma jurídica ni constitucional que soporte el reconocimiento de las mismas igualmente estamos frente a un acontecimiento que se presentó, HECHO DE UN TERCERO.
En relación con los perjuicios materiales, es menester hacer claridad que no hay ninguna prueba que determine al perdida de capacidad laboral que implique que no puede ejercer alguna actividad profesional o que le implique poder estudiar para terminar sus estudios de bachiller.

Como consecuencia de lo anterior, señor Juez, solicito muy respetuosamente que se ABSTENGA de condenar al Ministerio de Defensa - Policía Nacional a pagar cualquier suma de dinero; por no ser procedente.

RAZONES DE DEFENSA:

El Honorable Consejo de Estado en la jurisprudencia vigente relacionada con la responsabilidad extra contractual del Estado, se ha pronunciado en torno a la imputabilidad del daño señalando (Sentencia del 21 de Octubre de 199, sección 3ª expediente 10948-11643 Dr. Alier E. Hernández):
(…)

De este pronunciamiento es claro que la imputabilidad del daño debe demostrarse desde la fundamentación fáctica como jurídica y que permita al juzgador administrativo generar la certeza de que el daño fue producto de una acción u omisión del Estado de modo que el perjuicio sea efecto de tal acción, es decir que exista entre el hecho y el daño una relación de causalidad.

La situación fáctica presentada por el demandante indica que la falla endilgada a la demandada no es cierta, pues los hechos relacionados con el joven YEISON YOHANI TIJO JIMENEZ en razón a sus lesiones se debió a hechos determinantes a un accidente de trabajo, producidos por UN TERCERO, con la cual se observa una causal de FUERZA MAYOR, razón por la cual no permite la vinculación procesal al presente asunto.

Los hechos planteados en la demanda no indican la presencia de una falla del servicio de la Institución que apodero, sino por el contrario, el cumplir con la misión institucional.

Se reitera que los perjuicios que pretenden endilgarle a la Institución demandada, por los hoy demandantes no se puede aplicar todas vez que la lesión se debió a un hecho indeterminado por un tercero y no tiene derecho a una indemnización ni mucho menos a una reparación directa por parte de la Policía Nacional, toda vez que aquí no se trata de realizar afirmaciones de presiones sino que debe demostrase la falla en el servicio por parte del demandante, prueba que BRILLA POR SU AUSENCIA.

Igualmente dentro de esta acción es evidente que prosperan las Causales de Exoneración para la entidad demandada POLICÍA NACIONAL, con lo que se libera de responsabilidad en primer lugar, por lo que no se demuestra ni siquiera sumariamente la relación de causalidad entre la entidad demandada y el Actor.

Por otro lado, no se configuran los elementos Constitutivos para que el Juez verifique la existencia o presencia de los elementos constitutivos de estos regímenes los cuales son:
· El hecho, es decir la acción u omisión del ente estatal.

· Perjuicio, el cual debe ser consecuencia de dicha acción u omisión que realice el estado.

· Nexo de causalidad, entre el hecho y el perjuicio.

Es por ello que se requiere un serio y juicioso análisis de las circunstancias fácticas jurídicas y probatorias que informan al proceso, y que es posible no llegar a la declaratoria de responsabilidad ni mucho menos a una indemnización de perjuicios.

La parte demandante pretende se impute responsabilidad a te" administración pública, por los hechos acaecidos el 28 de noviembre de 2010, en la parte céntrica del municipio de Cota Cundinamarca, en los cuales resultó lesionado el joven YEISON YOHANI TIJO JIMENEZ.

Igualmente, en casos como el que se encuentra bajo estudio, en los que se invoca la responsabilidad del Estado como consecuencia de hechos administrativos, la reparación de los daños que con ella se originen podrá reclamarse mediante el ejercicio del mecanismo de control - reparación directa consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., norma que dispone que toda persona interesada podrá acudir ante la jurisdicción con el fin de obtener la reparación del daño causado con ocasión de un hecho, una omisión, o una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por motivos de trabajos públicos o por cualquier otra causa. Tal acción deberá ejercitarse dentro del término de los dos (2) años contados a partir del día siguiente del hecho, omisión, u operación administrativa o de la ocupación temporal o permanente de inmueble por motivos de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Respecto de las pretensiones, es del caso hacer notar que estas dependen de la prueba que aduzca respecto de lo argumentado en los hechos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 177 del CPC. y de acuerdo con lo exigido normativamente a la parte demandante le corresponde llevar al juez todos los elementos de convicción que le permitan concluir que son perfectamente válidos los argumentos traídos desde el libelo introductorio.

En cuanto a los hechos y pretensiones relacionados en el libelo, me opongo totalmente, en razón a que no se ha demostrado la falla en el servicio, ya que no se puede inferir de los hechos narrados en el libelo de la demanda, ninguna responsabilidad a cargo del estado, circunstancia que no debe desconocer el señor juez a la hora de fallar, para aceptar que lo que se configura aquí, es Una Culpa personal del agente.
No puede olvidarse como lo ha reiterado el Consejo de Estado en sus jurisprudencias que los agentes estatales servidores públicos en general son personas investidas de esta calidad pero que conservan la responsabilidad de su desempeño en su esfera individual, dentro de la cual actúan como cualquier particular y pueden cometer infracciones y delitos comunes, sin relación alguna con su calidad de funcionarios; en estos casos, resulta inadmisible que por el simple hecho de ser empleados suyos, tenga el Estado el deber de asumir la responsabilidad por las actuaciones de aquellos, sin discriminarse en qué circunstancias se produjeron y dejando de lado el hecho de que se trata de personas racionales con libre albedrío y discernimiento, que no se limitan a ejecutar un servicio público sino que cuentan con otras dimensiones en sus vidas en las que cumplan actos que producen consecuencias. Por lo tanto, las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo con el servicio público, puesto que la simple investidura de servidor estatal de quien produce el hecho dañoso resulta insuficiente para vincular la responsabilidad del Estado.

Debe tenerse en cuenta que la lo ocurrido con el auxiliar YEISON YOHANI TIJO JIMENEZ, fue en cumplimiento del servicio policial encomendada por la institución policial, y es de resaltar que por la conducta asumida por el joven denunciado penalmente fue producto de su libre albedrio, no siendo la policía nacional responsable del golpe que le generó secuelas.

Lo anterior no significa otra cosa que la inexistencia del nexo instrumental con el servicio indispensable para deducir responsabilidad patrimonial en cabeza del Estado, ya que el daño por el cual se demandó fue producto del hecho personal de un agente estatal, y no consecuencia de la acción u omisión de alguna autoridad pública en ejercicio de sus funciones o de la prestación de un servicio público a su cargo, por lo cual no existe en el presente caso, ningún título jurídico de imputación al Estado.
El daño sufrido por el demandante no le es imputable a la entidad demandada, toda vez que el mismo se produjo como consecuencia de un tercero, desligado totalmente del servicio, debiéndose tener en cuenta que es precisamente el vínculo o nexo con éste, un elemento indispensable para poder pregonar la responsabilidad del Estado por los daños antijurídicos que causen las actuaciones u omisiones de sus servidores.
Me reservo la posibilidad de formular otros medios de defensa en la oportunidad procesal para alegar de conclusión y una vez aportada todos los medios de prueba que se decreten.

DE LA AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DE LA ADMINISTRACIÓN.

En el asunto, no existe una sola prueba que permita siquiera insinuar que el funcionario de policía estaba infringiendo una sola norma de transito, no exista prueba que permita sugerir que la Policía Nacional lo obligo a no tomar las mínimas medidas de seguridad para sobre guardar su propia vida, además cuando se observa que el asfalto se encuentra en buen estado.

Por lo anterior, no es posible legalmente que se pretenda atribuir la más mínima responsabilidad a la entidad que represento, cuando es evidente que el accidente se originó única y exclusivamente como resultado del comportamiento cierto, eficaz y determinante del conductor y del auxiliar al no tomar las medidas de seguridad.

Es que si se cumple una actividad dentro de los límites y acatando estrictamente las disposiciones normativas sobre la materia, pues lo mínimo que se espera es que la capacidad de reacción sea acorde a la situación de riesgo y peligro por parte del conductor como de las personas que se transportan dentro del vehículo autorizado.

Es claro que la administración asume la responsabilidad patrimonial de sus actos, sólo en la medida en que éstos sean causa eficiente del daño; y en el presente caso, no existe ninguna prueba que de manera diáfana permita tener plena certeza respecto a la responsabilidad de la entidad que represento, por lo anterior, con el debido respeto solicito a su Señoría, NEGAR TODAS LAS PRETENCIONES DE LA DEMANDA.
DEL SUPUESTO LUCRO CESANTE DEL AUXILIAR DE POLICÍA.

La realidad, es que no está plenamente demostrado que el AUXILIAR REGULAR, tan pronto saliera de prestar su servicio militar consiguiera un trabajo estable y mucho más aun cuando su nivel de estudio es PRIMARIA. No es menos cierto que nadie con una bonificación que no se asimila a salario mínimo legal vigente pueda generar un lucro cesante.
En el presente caso, se ha indicado que la occisa mantenía económicamente a un sin número de personas que son familiares, pero la realidad es que legalmente no tenía obligaciones.

HONORABLE JUEZ, DE VERDAD ES POSIBLE CREER QUE CON EL VALOR QUE REALMENTE RECIBÍA MENSUALMENTE EL AUXILIAR DE POLICÍA, QUE ES UNA BONIFICACION Y NO SE PUEDE ASIMILAR NI SI QUIERA A UN SALARIO MINIMO LEGAL VIGENTE, PODRIA GENERAR UN LUCRO CESANTE. CLARAMENTE LA RESPUESTA ES QUE NO.

EXCEPCIONES:

Previo estudio de los antecedentes, solicito se decreten las siguientes excepciones:

COBRO DE LO NO DEBIDO

En ésta Instancia me opongo a las pretensiones de la demanda, en consideración a que el reconocimiento y pago de perjuicios que narra el demandante e invocados por los mismos son falsos, toda vez que a los PERJUICIOS E INDEMNIZACIONES reclamadas, aparentemente son indemnizaciones producidas por un TERCERO y no por voluntad o intervención de la Entidad demandada, en donde claramente se observa que la entidad demandada no actuó para la realización de la actividad ilícita, igualmente se observa que no pidió la ayuda a la Policía Nacional y la misma no cuenta con un puesto de control estático, son patrullajes esporádicos para realizar el cubrimiento de todo un sector y brindar seguridad a toda una población, por lo que se demuestra claramente que la entidad demandada NO les adeuda nada, pues no hay prueba siquiera sumaria de una POSIBLE falla del servicio.
HECHO DE UN TERCERO.

En principio el daño tiene su génesis directa, material y causal en la conducta de un tercero, por lo que se debe discutir una causa extraña que exonere de responsabilidad a la administración pública. En principio, el Estado no tiene forma de proteger a cada uno de los miembros de la sociedad y no tiene por qué asumir la responsabilidad por hechos delictivos causados por terceros. El debate en este caso se concreta a que la muerte es perpetrada por un grupo de personas que le apuñalearon, lo que prima facie, desdeel plano material, como lo explica el Consejo de Estado, configuraría una ausencia de imputación respecto del Estado por tratarse del hecho exclusivo de un tercero, pero en el mundo del derecho, el estudio de la imputatio facti enseña que ésta no sólo puede ser fáctica, sino también normativa por lo que el actor deberá probar la imputación objetiva y la omisión de la Policía Nacional en el caso específico.

Esta siempre hay que alegarla en estos casos, porque en principio el daño tiene su génesis directa, material y causal en la conducta de un tercero, por lo que se debe discutir una causa extraña que exonere de responsabilidad a la administración pública. En principio, el Estado no tiene forma de proteger a cada uno de los miembros de la sociedad y no tiene por qué asumir la responsabilidad por hechos delictivos causados por terceros. El debate en este caso se concreta a que la muerte es perpetrada por un grupo de personas que le dispararon en multiplicidad de ocasiones, lo que prima facie, desde el plano material, como lo explica el Consejo de Estado, en el fallo citado, configuraría una ausencia de imputación respecto del Estado por tratarse del hecho exclusivo de un tercero, pero en el mundo del derecho, el estudio de la imputatio facti enseña que ésta no sólo puede ser fáctica, sino también normativa por lo que el actor deberá probar la imputación objetiva y la omisión de la Policía Nacional en cada caso específico.

FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA:

La legitimación en la causa ha sido estudiada desde dos puntos de vista a saber, de Hecho y Material. La legitimación de hecho es la relación procesal que se establece entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión procesal, es decir, es una interrelación jurídica que nace de la imputación de una conducta en la demanda, y de la notificación de ésta al demandado, a quien se le atribuye, está legitimado de hecho para responder a las pretensiones de la demanda a partir de la notificación de la demanda. En cambio la legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas en el hecho origen de la formulación de la demanda, independientemente de que haya demandado o no, o de que haya sido demandado o no. Por lo tanto, todo demandado de hecho no necesariamente estará legitimado materialmente, pues solo lo estarán quienes participaron realmente en los hechos que dieron origen a la formulación de la demanda; siendo en últimas la legitimación material en la causa, ya sea por activa o por pasiva, la condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito.

En el caso bajo estudio, y conforme a lo anterior, resulta procedente manifestar que en el líbelo demandatorio, se está incluyendo como parte pasiva a la NACION - POLICIA NACIONAL, sin que entre ésta Institución y el demandante exista una estrecha relación jurídico sustancial, con el supuesto de hecho y las pretensiones de su demanda, toda vez que no existe una acción, omisión o extralimitación de sus funciones.

La legitimación en la causa por pasiva o capacidad para comparecer como demandado requiere de un presupuesto: La existencia de la persona, que como tal puede ser sujeto de la relación procesal quedando habilitada para contradecir las pretensiones de la demanda.

Así las cosas, la Institución Policial, estando demandada en el proceso no está legitimada materialmente, comportándose entonces como una entidad legitimada de hecho y que como tal no tiene injerencia en el objeto de las pretensiones vistas en la demanda.

Por las razones anteriormente expuestas solicito atentamente al señor Juez del Despacho, declare probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva a favor de la Policía Nacional.

Por lo anterior, considero señor Juez, que se presenta una INEXISTENCIA DEL DERECHO Y FALTA DE FUNDAMENTO JURIDICO PARA LAS PRETENSIONES;

Toda vez señor Juez, que no le asiste derecho al demandante para pedir el reconocimiento de unos perjuicios materiales y morales, habida cuenta que no le asiste responsabilidad administrativa a la Entidad demandada en este hecho, de acuerdo con los postulados que rodean la teoría de la responsabilidad del Estado y las pretensiones carecen de fundamento factico, jurídico y procesal como se analizara en el acápite pertinente.

EXCEPCION GENERICA

Solicito al Despacho se decreten de oficio las excepciones que se establezcan  dentro  de  este  proceso,  de  conformidad  con lo establecido en los articulo 175 numeral 3 y 180 numeral 6 de la Ley 1437 de 2011.

Teniendo como fundamento los planteamientos anteriormente expuestos, con todo respeto realizo la siguiente

PETICIÓN:

Por existir plena certeza respecto a que no están dados los elementos jurídicos que permitan atribuir responsabilidad a la Policía Nacional, toda vez que está demostrada la ausencia de responsabilidad administrativa de la Institución, en los hechos en los cuales resultó LESIONADO el joven YEISON YOHANI TIJO JIMENEZ, comedidamente solicito al Honorable Despacho, negar todas las pretensiones de la demanda. (…)”
4. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA POR LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO

La mencionada entidad fue notificada por aviso el día 03 de Septiembre de 2013, de conformidad con el acta obrante a folio 63 del cuaderno principal, sin que a la fecha se hiciera pronunciamiento alguno.
5. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

5.1. PARTE ACTORA 
El traslado para alegar otorgado venció el 09 de Octubre de 2014, sin embargo el apoderado de la parte demandante no radicó escrito con alegatos de conclusión.
5.2. PARTE DEMANDADA MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL (folios 146 a 153 del cuaderno principal)
La apoderada de la entidad demandada allegó escrito con alegatos de conclusión el 03 de Octubre de 2014, en los siguientes términos:
“En primer lugar me permito ratificar lo manifestado dentro de la contestación de la demanda, y en todas las actuaciones tendientes en la defensa de la institución.
En el presente caso, y con relación al análisis probatorio se advierte de plano que las pretensiones de la parte actora no están llamadas a prosperar, toda vez que parten de especulaciones meramente subjetivas sobre el acaecimiento de Las supuestas secuelas que le quedaron con ocasión del golpe sufrido por un joven menor de edad dentro de un procedimiento policial.
Por otro lado esta Apoderada manifiesta que hay:

No existe ninguna responsabilidad patrimonial del Estado, en cabeza de la Policía Nacional por cuanto no se logro demostrar algún daño antijurídico atribuible a la Entidad demandada, por cuanto no se logro demostrar que el demandante, esto es el joven YEISON YOHANI TIJO JIMENEZ que le sean imputables, causados por la acción o la omisión o extralimitación en alguna de sus funciones.

Para traer una mejor aclaración sobre el tema de la valoración de la pérdida de capacidad laboral de los miembros de la fuerza pública (incluidos los conscriptos -auxiliares - de la Policía Nacional), es preciso señalar que el del Decreto 094 de 1989, "Por el cual se reforma el estatuto de la capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces e indemnizaciones del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, soldados, Grumetes, Agentes, Alumnos de las Escuelas de Formación y personal civil del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional".
(…)

Es por ello que de acuerdo con el artículo 21 en cita, establece la finalidad de las juntas médico laborales militares, en donde se manifiesta que se realiza para "llegar a un diagnóstico positivo (real) para así poder entrar a clasificar las lesiones y secuelas que haya podido tener en algún evento, para así poder valorar la disminución de la capacidad laboral tanto para el servicio como para fijar los correspondientes índices, con la finalidad de determinar las indemnizaciones cuando a ello hubiere lugar".
En este sentido, en concordancia con el artículo citado, el dictamen de las juntas en mención debe fundamentarse en "el examen clínico general correctamente ejecutado, los antecedentes remotos o próximos, diagnósticos, evolución o tratamiento y pronóstico de las lesiones o afecciones basados en concepto escritos por especialistas".

Ahora bien, es menester traer a colación la valoración realizada por la Junta Médica Laboral Militar y de Policía mediante Acta N.° 1759 de fecha 27 de Agosto de 2014, en donde se le realizaron las valoraciones de la historia clínica quien había sido valorado por especialista oftalmólogo, quien determino que tenia agudeza visual de 20/20, determinando que NO TENIA INCAPACIDAD PARCIAL, POR EL CONTRARIO DETERMINO QUE ERA APTO PARA EL SERVICIO.

Se concluyó que en virtud del Decreto 094 de 1989 y en razón de los resultados de la valoración oftalmológica a la que fue sometido el actor, correspondió asignarle un porcentaje del CERO POR CIENTO (0%) por el índice de lesión que sufrió el demandante, lo que indica que no se fijó índice de lesión alguno, lo que determina que no hay lesiones ni afecciones que produzcan disminución de la capacidad laboral, por el contrario, que es APTO para continuar con su vida normal tanto personal como laboralmente.

Con lo anterior es menester determinar que no hay RELACION CAUSAL O NEXO CAUSAL entre el hecho (la supuesta lesión) y el daño (la demostración de la pérdida de capacidad laboral como consecuencia de la supuesta lesión), por cuanto la entidad idónea y encargada, esto es, la Junta Medico Laboral decidió asignarle un porcentaje del CERO POR CIENTO (0%) por el índice de lesión que sufrió el demandante, con lo que a todas luces rompe el nexo de causalidad.
El servicio militar obligatorio fue regulado por la Ley 48 de 1993 "Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización" motivo por el cual el señor YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ cumplió con su deber de servir a la patria, sin embrago, dentro de la prestación de su servicio militar obligatorio no tuvo pérdida de capacidad laboral, con ocasión del mismo, por lo que puede continuar con una vida normal como la que llevaba antes de ingresar a la institución.

ES por ello que el Consejo de Estado, en reiteradas jurisprudencias ha manifestado que solamente: "habrá lugar a indemnizar el daño causado a un soldado conscripto, es decir, a quien se vincula a la Policía Nacional (en este caso) en aras de dar cumplimiento a la obligación prevista en el artículo 216 de la Constitución Política, regulado por la Ley 48 de 1993"Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización", siempre y cuando el hecho, la acción u omisión sea consecuencia de su actuar dentro de la institución y con ocasión del mismo, y además de ello se derive un daño indemnizable, caso en el que no ocurre. Por cuanto la consecuencia del daño Brilla por su ausencia, por cuanto se observa que no hay ningún tipo de Disminución en la agudeza visual en ambos ojos, ni tampoco se observa pérdida visual.

En efecto, como ya se precisó, en el acta de Junta Médica Laboral Militar Acta N.° 1759 de fecha 27 de Agosto de 2014, se concluyó que, de acuerdo con el examen oftalmológico practicado al Auxiliar YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ, que no tiene Disminución de agudeza visual OD 2020, y en OI 20/20.

Igualmente, dentro de la misma valoración de la Junta Medica realizada al joven YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ, en donde se realizo la evaluación de la disminución de la capacidad laboral y determino que no se produce una disminución de la capacidad laboral, la cual fue valorada en un cero por ciento (0%).

Por lo anterior, queda demostrado que no hay porcentaje de pérdida de capacidad laboral, el cual fue determinado por la Junta Médico Laboral Militar y de Policía, por cuanto no hubo ninguna afectación en la agudeza visual, ni sufrió ninguna afectación que le impida laborar al joven YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ.

Por el contrario está plenamente demostrado que el joven demandante se encuentra laborando como VIGILANTE y que esta devengando su salario, por lo que se demuestra que efectivamente no tiene ninguna afectación y que en la actualidad continuo con su vida en forma normal, tal como lo manifestó la testigo GLADYS TIJO BELTRAN dentro de la declaración que rindió dentro del proceso de la referencia, igualmente, este hecho de encontrase laborando quedo igualmente demostrado con la constancia la Superintendencia de Salud, quien manifestó que el joven YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ estaba afiliado en el sistema de salud como CONTRIBUTIVO - COTIZANTE desde el 01 de julio de 2013.

Igualmente, se observa, la "Inexistencia probatoria de los hechos, objeto de debate y de las posibles consecuencias que de los hechos", es por ello que Para probar los daños, el nexo de causalidad y hechos, debe aportarse al presente proceso todos los medios probatorios posibles para demostrar la falla del servicio como daño especial, por cuanto no hay ninguna generación de daño al demandante, con   lo   cual   meridianamente   NO   se   pueda   establecer ninguna responsabilidad directa a la Policía Nacional, por estos hechos, por cuanto hay una inexistencia tanto probatoria como del daño que le hubiese podido generar los supuestos hechos objeto de debate.

Es de resaltar que la carencia probatoria es evidente, que no se encuentran probadas las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos planteados en la demanda no le generaron ninguna consecuencia visible que le afectara su capacidad laboral o emocional, es por ello que las pretensiones están llamadas a fracasar.

Para que se configure una falla del servicio, es necesario que se den los siguientes requisitos:

1.
Que exista una relación de causalidad entre el hecho de la víctima y el daño.

2.
Que el hecho de la víctima sea extraño y no imputable al ofensor y

3.
Que el hecho de la víctima sea ilícito y culpable.

Ahora bien, en relación con los hechos que intervienen en la producción del daño, el Consejo de Estado ha precisado que estos pueden ser materiales o jurídicos, entendidos los primeros como (sentencia del 27 de Noviembre de 2003, expediente 14571):
(…)

Es así, como a partir del acápite probatorio que se acopie en el proceso, puede materializarse dicha causal de exoneración a favor de la entidad demandada.

Son estas las consideraciones de la defensa que nos permiten manifestar que en el sub judlce se presentó la aplicación de dicha causal de exoneración, causal por lo cual debe ser exonerada la entidad demandada.

Al respecto, así se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado en fallo del 14 de Febrero de 1994 proferido por la Sala plena de lo Contencioso Administrativo con ponencia de la Doctora Consuelo Sarria en donde se expresa: "Los hechos son causa pretendí de la demanda, en cuanto configuren la causa jurídica en que se fundamenta el derecho objeto de las pretensiones por eso desde el punto de vista procesal, su afirmación constituye un acto jurídico que tiene la trascendencia y alcance de definir los términos de la controversia y por lo tanto el alcance de la Sentencia, y debe ser objeto del debate durante el proceso, " para que si al final se encuentran debidamente probados puedan prosperar las peticiones de la demanda", ya que al respecto de ellos pueden pronunciarse el juzgador en perfecta congruencia (las negrillas son nuestras).
Así mismo nuevamente el Honorable Consejo de Estado en la jurisprudencia vigente relacionada con la responsabilidad extra contractual del Estado, se ha pronunciado en torno a la imputabilidad del daño señalando (Sentencia del 21 de Octubre de 1999, sección 3ª expediente 10948-11643 Dr. Alier Eduardo Hernández):
(…)

De este pronunciamiento es claro que la imputabilidad del daño debe demostrarse desde la fundamentación fáctica como jurídica y que permita al juzgador administrativo generar la certeza de que el daño fue producto de una acción u omisión del Estado de modo que el perjuicio sea efecto de tal acción, es decir que exista entre el hecho y el daño una relación de causalidad.

Se reitera que en este estado procesal, no existen elementos probatorios que ofrezcan plena certeza respecto a que hubo falla en el servicio por parte de la Policía Nacional, ni tampoco se establece que los hechos o actos determinantes que condujeron de manera decisiva en la producción de la lesión del señor YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ hubiese sido por acción u omisión de la Policía Nacional, en sus funciones constitucionales o le hubiese generado alguna consecuencia personal, laboral o familiar.
Se asevera erróneamente por la parte actora quien manifiesta que la lesión le genero se lesionó al señor YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ por integrantes de la fuerza pública, y es que esto no es posible de asegurar ya que estamos hablando manifestaciones subjetivas sin fundamento.

En el caso concreto es evidente que estamos ante una carencia probatoria que impide demostrar verazmente las afirmaciones de la parte actora, es por ello, que para poder llevar al señor Juez a La certeza de lo que se afirma en la demanda, debe demostrarse con los medios probatorios que lo avalen y demuestren que efectivamente se le es imputable

Así las cosas, no es viable lo manifestado por la parte actora, porque en primer lugar no se explica de por qué se intenta responsabilizar, si solo se especula, porque se demostró que existe prueba idónea que no hay secuelas de la supuesta lesión que recibió el joven YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ.

Por otro lado, no está plenamente demostrado que LOS DEMANDANTES, tenga derecho a una indemnización por parte de la entidad demandada cuando el hecho fue perpetrado por un Tercero y además no dejo ningún tipo de lesión o consecuencia.

Por lo anterior, no es posible legalmente que se pretenda atribuir la más mínima responsabilidad a la entidad que represento, cuando es evidente que la lesión fue originada única y exclusivamente del hecho de un tercero.

Igualmente, Me opongo al reconocimiento de los mismos debido a que no se encuentran plenamente demostrados dentro del proceso, la jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha expresado que los daños indemnizables deben ser actuales, ciertos o por los menos determinables, requisitos que se no se encuentran probados.
Igualmente, también quedo demostrada la falta de interés del joven YEISSON YOHANI TIJO JIMENEZ dentro del proceso penal que se adelanto en contra del responsable de la lesión que sufrió el demandante, por cuanto, la Fiscalía Local informo que el mismo había sido archivado el día 25 de junio de 2012 por falta de interés de la víctima.
Por lo cual se solicita respetuosamente a este despacho negar las pretensiones de la demanda. Siendo evidente el interés del lucro personal que consecuentemente lleva al detrimento económico estatal, sin haber prueba alguna que acredite tanto los hechos como las pretensiones de la parte actora para el caso de referencia”.
5.3. MINISTERIO PÚBLICO 
La agente del Ministerio Público no allegó concepto dentro del término otorgado.
6. TRAMITE PROCESAL 

6.1.
Mediante escrito radicado ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (folios 1 a 18 cuaderno principal) el 11 de Diciembre de 2012, los señores YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ; GLORIA EMELINA JIMÉNEZ CORTÉS, quien actúa en nombre propio y en representación de su menor hijo MANUEL SANTIAGO CATAÑEDA JIMÉNEZ; promovieron acción contencioso administrativa por el medio de control de Reparación Directa contra la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 

6.2. Con providencia de fecha 11 de Marzo de 2013 (folios 53 a 56 vueltos del cuaderno principal), el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera, Subsección “A”, Magistrado Ponente doctor ALFONSO SARMIENTO CASTRO, declaró la falta de competencia para conocer del asunto por el factor cuantía y ordenó la remisión de las diligencias a los juzgados administrativos de Bogotá, orden cumplida a través del oficio No. 2013-ASC-119 del 16 de Marzo de 2013.

6.3. Habiendo verificado la existencia de los requisitos legales de que tratan los artículos 161 a 167 del CPACA, el Despacho admitió la demanda mediante auto del 07 de Mayo de 2013 (folios 60 a 63 vueltos del cuaderno principal).

6.4. Al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se le notificó por aviso el día 03 de Septiembre de 2013, de conformidad con el acta visible a folio 68 del cuaderno principal, sin que se hiciera pronunciamiento alguno.

6.5. Al Director de la Policía Nacional, se le notificó por aviso de la admisión de la demanda el 13 de Septiembre de 2013, entidad que radicó contestación de la demanda el 03 de Diciembre de 2013 (folios 70 a 82 del cuaderno principal), en tiempo.

6.6. Los veinticinco (25) días de traslado común de que trata el art. 199 del CPACA vencieron 22 de Octubre de 2013, y el traslado de treinta (30) días de conformidad con lo señalado en el art. 172 del CPACA concluyeron el 05 de Diciembre de 2013.

6.7. Por Secretaría se corrió traslado de las excepciones la cual finalizó el 19 de Diciembre de 2013, de conformidad con el acta visible a folio 91 del cuaderno principal.

6.8. El apoderado de la parte actora radicó memorial el 13 de Enero de 2014 (folios 92 a 114 del cuaderno principal), descorriendo traslado de las excepciones, por fuera del término.

6.9. Con providencia de fecha 18 de Febrero de 2014 (folio 116 vuelto cuaderno principal) se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial.
6.10. El 25 de Abril de 2014 se llevó a cabo la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del CPACA (folios 119 a 123 vueltos del cuaderno principal), en la cual se abrió el proceso a pruebas  y se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia de pruebas.
6.11. El 03 de Julio de 2014 se llevó a cabo la audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, la cual fue suspendida  y se fijó fecha y hora para su continuación (folios 133 y 134 vueltos del cuaderno principal).

6.12. En audiencia de pruebas celebrada el 18 de Septiembre de la presente anualidad se corrió traslado para presentar alegatos de conclusión por escrito, término que se empezaría a contar una vez vencido el traslado de las documentales allegadas en la diligencia (folios 142 y 143 vueltos del cuaderno principal).

6.13. La apoderada de la Policía Nacional radicó ante la Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos alegatos de conclusión el día 03 de Octubre de 2014 (folios 146 a 153 del cuaderno principal), en tiempo.

7. PRUEBAS RELEVANTES

7.1. Copia registro Civil de Nacimiento de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, visible en el folio 1 del cuaderno de pruebas.
7.2. Copia Registro Civil de Nacimiento de MANUEL SANTIAGO CASTAÑEDA JIMÉNEZ, visible a folio 5 del cuaderno de pruebas.

7.3. Copia simple de la historia clínica perteneciente a YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, obrante en los folios 28 a 39 del cuaderno de pruebas.

7.4. Calificación del Informe Administrativo Prestacional por Lesiones No. 139/2010, suscrito el 07 de Enero de 2011, el cual reposa en el folio 58 del cuaderno de pruebas, junto con su respectiva notificación visible en el folio 59 del mismo cuaderno.

7.5. Copia de la Resolución No. 0014 del 15 de Agosto de 2009, por medio de la cua se nombran como auxiliares de policía de la Escuela Nacional de Operaciones de la Policía CENOP, entre los cuales se encuentra  YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ (folios 61 a 63 del cuaderno de pruebas). 

7.6. Acta de Junta Médico Laboral No. 1759 del 27 de Agosto de 2014 de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, obrante en los folios 146 y 147 vueltos del cuaderno de pruebas.

8. CONSIDERACIONES

8.1. EL PROBLEMA JURÍDICO 

Establecer si el Estado a través del Ministerio de Defensa - Policía Nacional, es responsable administrativa y extracontractualmente de los perjuicios irrogados a los demandantes con ocasión de las lesiones sufridas en la humanidad de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, en hechos ocurridos el 28 de Noviembre de 2010, mientras se encontraba prestando su servicio militar obligatorio como Auxiliar de Policía en el municipio de Cota (Cundinamarca), lo que de conformidad con el Acta de Junta Médico Laboral No. 1759 del 27 de Agosto de 2014 no le generó índice alguno en su porcentaje de disminución de capacidad laboral.
NORMAS APLICABLES

El Capitulo II del Decreto 2048 de 1993, por medio del cual se reglamenta la Ley 48 de 1993 sobre el servicio de reclutamiento y movilización, establece:
“MODALIDADES DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO

Artículo 8. El servicio militar obligatorio podrá prestarse en el Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional, en las siguientes formas y modalidades.

a) Como soldado regular, de 18 a 24 meses;
b) Como soldado bachiller, durante 12 meses;

c) Como auxiliar de policía bachiller, durante 12 meses;

d) Como soldado campesino, de 12 hasta 18 meses, la calidad de campesino la determinará el Comandante de la Unidad Táctica correspondiente.

Parágrafo.1. El servicio militar voluntario femenino, se sujetará a la disponibilidad de cupos, la que será determinada por los Comandantes de cada Fuerza.

Parágrafo 2. Para efectos de los bachilleres menores de edad que sean incorporados al servicio militar, serán destinados a las áreas de: Servicio de Apoyo, Auxiliares Logísticos, Administrativos y de fines sociales. A menos que el menor manifieste voluntad expresa de prestar el servicio en otra área y que poseyendo aptitudes para ello se considere conveniente asignarle ese servicio”.
8.2. JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO
Respecto a la posición de garante del Estado con respecto al conscripto y la relación especial se sujeción, la Jurisprudencia del Consejo de Estado,
 ha señalado:
“Ahora bien, en concordancia con el inciso dos del artículo 216 de la Constitución Política, “todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas.” En este sentido, el artículo 10 de la Ley 48 de 1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización” precisa que “todo varón colombiano está obligado a definir su situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción de los estudiantes de bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de bachiller.” Por su parte, el artículo 13 de la misma ley indica que el servicio militar obligatorio puede prestarse en las siguientes modalidades: como soldado regular (de 18 a 24 meses), soldado bachiller (durante 12 meses), auxiliar de policía bachiller (durante 12 meses) y soldado campesino (de 12 hasta 18 meses). Sobre el particular, la jurisprudencia ha sostenido que habrá lugar a indemnizar el daño causado a un soldado conscripto, es decir, a quien se vincula al Ejercito Nacional en cumplimiento de la obligación prevista en el artículo 216 de la C.P. en una de las modalidades indicadas en precedencia, cuando el hecho objeto de reproche sea consecuencia de su especial sujeción a la institución. De este modo, se entiende que el Estado, “frente a los conscriptos (…) adquiere no sólo una posición de garante al doblegar, (…) su voluntad y disponer de su libertad individual para un fin determinado, sino que, de igual manera, entra en una relación de especial sujeción que lo hace sujeto responsable de los posibles daños que puedan padecer aquéllos”. (Subrayado y negrillas del Despacho).
Ahora bien, el régimen de responsabilidad aplicable para los conscriptos es diferente al de los soldados voluntarios o profesionales, por el hecho de ser reclutados de manera obligatoria, al respecto la jurisprudencia
 ha indicado:

“La jurisprudencia de la Sala ha precisado en distintas oportunidades las diferencias existentes entre el régimen de responsabilidad aplicable a los eventos de daños causados a miembros de la Fuerza Pública que ingresan al servicio en calidad de conscriptos, es decir, aquellos que son reclutados de manera obligatoria (soldados regulares, bachilleres, campesinos etc.) y el régimen jurídico aplicable por los daños causados al personal de la Fuerza Pública y de los organismos de defensa y seguridad del Estado que ingresan de manera voluntaria (personal de soldados voluntarios y profesionales, suboficiales y oficiales, personal de agentes de la Policía Nacional, detectives del DAS, entre otros). En efecto, de tiempo atrás ha analizado la responsabilidad respecto de los conscriptos bajo el régimen objetivo del daño especial, determinado, por dos situaciones que deben concurrir: en primer lugar, por el rompimiento del equilibrio de la igualdad frente a las cargas públicas que se genera al ser incorporados, por mandato constitucional en los términos y salvo las excepciones consagradas por la Ley, a prestar el servicio militar de manera obligatoria, pese a que no todos los asociados están llamados a soportar tal situación y, en segundo lugar, por las mayores contingencias a las que están sometidos en relación con los demás miembros de la sociedad, por consiguiente, cuando sufren desmedro físico o fallecen por razón del servicio, el Estado asume la obligación de reparar todos los daños antijurídicos que se causen con ocasión del mismo, pues el conscripto sólo está obligado a soportar la restricción relativa de los derechos y libertades que resultan inherentes del ejercicio de la actividad militar”. 

En lo referente a las obligaciones del Estado frente al servicio militar y sus implicaciones, por ser de carácter obligatorio, la jurisprudencia ha señalado que como el lesionado no ingresó a la Policía Nacional por su propia voluntad y por ende no decidió asumir el riesgo inherente a esa actividad estatal, al incorporarse a la entidad, el conscripto se somete a riesgos que las personas normalmente no tienen por qué soportar, y por lo tanto, el Estado está en el deber de devolverlo al seno de la sociedad en las mismas condiciones en las que ingresó para la prestación de su servicio militar obligatorio
. 
Sobre el mismo tema, la Consejera de Estado de la Sección Tercera, doctora MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR, en providencia del tres (03) de Febrero de 2010,
 señaló:

“En relación con los conscriptos, el principio iura novit curia reviste una característica especial, toda vez que el juez debe verificar si el daño antijurídico resulta imputable o atribuible al Estado con fundamento en cualquiera de los títulos de imputación antes mencionados. Además, no debe perderse de vista que en tanto la Administración Pública imponga el deber de prestar el servicio militar, debe garantizar la integridad psicofísica del soldado en la medida en que es una persona que se encuentra sometida a su custodia y cuidado, además de que, por regla general, lo sitúa en una posición de riesgo, lo que en términos de imputabilidad significa que debe responder por los daños que le sean irrogados relacionados con la ejecución de la carga pública. Dicho tratamiento, decantado por la jurisprudencia contenciosa administrativa, respecto de la responsabilidad del Estado por daños sufridos por quienes prestan el servicio militar obligatorio, obedece en principio a la diferencia que se evidencia entre los soldados que se encuentran en esta categoría frente a aquellos que ingresan voluntariamente a la fuerza pública. Tal contraste radica en que los primeros lo hacen para cumplir con un deber constitucionalmente impuesto, mientras que los segundos de manera espontánea, por su propia iniciativa, eligen vincularse al establecimiento militar, de lo cual se infiere que optan por asumir o al menos compartir con el Estado los riesgos que sobre ellos puedan materializarse en el ejercicio del servicio que voluntariamente escogieron desempeñar. Tal situación no ocurre con los soldados conscriptos, quienes únicamente tienen el deber de soportar aquellas limitaciones o inconvenientes inherentes a la prestación del servicio militar obligatorio, como la restricción a los derechos fundamentales de locomoción, libertad, etc., pero si durante la ejecución de su deber constitucional les sobrevienen lesiones a situaciones que tienen protección jurídica como la vida, la integridad personal y la salud, ellas pueden ser causa de imputación de daño antijurídico al Estado, por cuanto en dicho caso, el soldado conscripto no comparte ni asume ese tipo de riesgos con el Estado. No obstante ello, si el juez encuentra, de conformidad con las pruebas valoradas en el plenario, que los daños que sufrió el conscripto durante su reclutamiento, obedecieron a una falla en la prestación del servicio imputable a la demandada, así deberá declararlo”. (Subrayado del Despacho).
Lo señalado es reiteración de que en tratándose de conscriptos, la administración es responsable de conformidad con las reglas especiales de sujeción, tal y como lo señala la sentencia del Honorable Consejo de Estado de marzo 22 del 1985 del Consejero Ponente CARLOS BENTACURT JARAMILLO, que dice: 
"Para comprometer la responsabilidad de un ente público o privado en eventos como el aquí analizado (personas bajo custodia por ley, convención o por exigencias del servicio), no se requiere probar que hubo culpa o negligencia de la persona encargada de la guarda, custodia o deposito, sino solo el incumplimiento de esta obligación o sea la perdida, destrucción, deterioro del bien objeto o persona sometida a esa guarda".
En el mismo sentido, el Consejo de Estado, en sentencia de noviembre 30 de 2000, expediente No. 13.329, Consejero Ponente Ricardo Hoyos Duque dice: "el resultado es imputable al Estado sólo cuando se encuentran acreditados los siguientes requisitos: a) “la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios”, b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso, c) un daño antijurídico y d) la existencia de relación de causalidad entre la obligación omitida y el daño".
8.3. CASO EN CONCRETO

Está acreditada la calidad de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ como Auxiliar de Policía para la época de ocurrencia de los hechos, y por lo tanto, el 28 de Noviembre de 2010 ostentaba la calidad de conscripto, y en consecuencia, el Estado en principio es responsable por los daños que ocurran en la humanidad del ciudadano que se encuentre prestando el servicio militar obligatorio.

En el presente asunto el Despacho entra a estudiar si con el material probatorio que reposa en el expediente, se evidencia que los perjuicios sufridos en la humanidad de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, durante su prestación del servicio militar obligatorio, son de responsabilidad del Estado, al encontrarse a su cargo por no haber sido vinculado de manera voluntaria a la Policía Nacional, sino en cumplimiento de su servicio militar obligatorio.
Al tenor de lo señalado en la Constitución Política de 1991
, el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

Aunado a los preceptos contenidos en la Carta Política de 1991, la jurisprudencia del Consejo de Estado, evidencia situaciones en las cuales la Administración, no entra a responder por los daños a conscriptos al no serle imputables, al indicar: 
“Desde tiempo atrás la jurisprudencia ha considerado que cuando una persona ingresa al servicio militar obligatorio en buenas condiciones de salud debe dejar el servicio en condiciones similares, criterio a partir del cual se estableció la obligación a cargo de la entidad demandada, de responder frente a los daños cuya causa esté vinculada con la prestación del servicio y excedan la restricción de los derechos y libertades inherentes a la condición de militar. En providencias más recientes se ha acudido a los distintos regímenes para la solución de los casos concretos y se ha insistido en que, salvo la demostración de la falla del servicio como causa del daño sufrido por quien ingresa a prestar el servicio militar obligatorio, cabe aplicar los regímenes de responsabilidad objetivos de riesgo excepcional o daño especial, dependiendo de los instrumentos o circunstancias en las cuales se hubiere producido aquél. A lo largo de todo el desarrollo jurisprudencial, la Sala ha precisado que no siempre que un conscripto sufra un daño habrá lugar a indemnización del Estado, dado que hay eventos en los cuales esos daños no le son imputables a la Administración, por tener su origen en una causa extraña constitutiva de fuerza mayor, o por provenir del hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la propia víctima. En relación con los ciudadanos llamados a prestar el servicio militar obligatorio, el Estado debe responder patrimonialmente por todos los daños que aquéllos sufran durante su permanencia en el servicio, salvo cuando esos daños sean imputables a la propia víctima, como sucede cuando éstos deciden libre y voluntariamente acabar con su propia vida, sin perjuicio de que sean imputables al Estado los daños que se autoinfligen los conscriptos, cuando estos se producen por motivaciones diferentes, por ejemplo, como reacción a los malos tratos de que son víctimas, o cuando se producen como consecuencia de su estado de incapacidad o perturbación síquica o emocional, cuando aquéllos que tenían a cargo el cuidado de su salud se abstuvieron de adoptar las medidas necesarias para protegerlos aún contra sí mismos, medidas entre las que se destaca el alejarlos del contacto con las armas
. (…) (Subrayado del Despacho).
Conforme a la jurisprudencia precitada existen eximentes de responsabilidad que la entidad demandada debía probar en el transcurso del proceso, pero en el presente asunto desde el levantamiento del informativo administrativo de lesiones, hasta la realización de la junta médica laboral, se evidencia que los fundamentos fácticos que originaron las lesiones y posterior pérdida de la capacidad laboral, fueron en el servicio por causa y razón del mismo, es decir enfermedad profesional o accidente de trabajo.

Del informativo administrativo por lesiones

El artículo 24 del Decreto 1796 de 2000 versa:
“INFORME ADMINISTRATIVO POR LESIONES. Es obligación del Comandante o Jefe respectivo, en los casos de lesiones sufridas por el personal bajo su mando, describir en el formato establecido para tal efecto, las circunstancias de modo, tiempo y lugar, en las que se produjeron las lesiones e informarán si tales acontecimientos ocurrieron en una de las siguientes circunstancias:
a. En el servicio pero no por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad y/o accidente común.

b. En el servicio por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad profesional y/o accidente de trabajo.

c. En el servicio como consecuencia del combate o en accidente relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden público o en conflicto internacional.

d. En actos realizados contra la ley, el reglamento o la orden superior. (…)” (Subrayado del Despacho).
En el presente asunto obra calificación Informe Administrativo por Lesiones No. 139/2010 del 07 de Enero de 2011, visible a folio 58 del cuaderno principal, el cual indica:

“HECHOS
Mediante comunicación oficial número 2004 ESTPO 9-5 DISPO 09 29.11 de fecha 01 de Diciembre de 2010, el señor intendente GUSTAVO SILVA GUARNIZO, informó la novedad donde resultó lesionado el señor Auxiliar de Policía YEISON GIOVANNY TIJO JIMÉNEZ en la Estación de Policía Cota, sector céntrico del municipio, el 28 de Noviembre de 2010 a las 17:00 horas, quien se encontraba prestando servicios de vigilancia comunitaria, es llamado a prestar apoyo en la patrulla de vigilancia para un procedimiento de captura, interfiere y recibe un puño de un menor de edad quien es trasladado a la Unidad de Infancia y Adolescencia, presentando como lesión según antecedentes clínicos, fractura de los huesos de la nariz.

CONSIDERACIONES

Estudiadas las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que resultó lesionado el Señor Auxiliar de Policía YEISON GIOVANY TIJO JIMÉNEZ ejerciendo funciones propias del servicio, al momento de resultar lesionado.

En virtud a lo anterior se relaciona el siguiente acervo probatorio: informe de los hechos, formato de reporte de accidente, antecedentes clínicos y fotocopia del libro de minuta de servicios, libro de población de la Estación de Policía de Cota.

En mérito de lo expuesto y sin entrar en mayores consideraciones, el suscrito Comandante del departamento de Policía Cundinamarca, emite la siguiente:

CALIFICACIÓN
ARTÍCULO PRIMERO: Las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que resultó lesionado el señor Auxiliar de Policía YEISON GIOVANY TIJO JIMÉNEZ, se adecuan a lo preceptuado en el literal b), artículo 24, Decreto 1796/2000 (evaluación de la capacidad psicofísica y de la disminución e la capacidad laboral), EN EL SERVICIO POR CAUSA Y RAZÓN DEL MISMO, ES DECIR, ACCIDENTE DE TRABAJO.

(…)” (Subrayado y negrillas del Despacho).
En la misma documental se indica que la lesión sufrida por el Auxiliar Bachiller YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ se presentó en el servicio por causa y razón del mismo, es decir accidente de trabajo, de conformidad con el Decreto 1796 del 14 de Septiembre de 2000, Artículo 24 Literal (B).
De la Junta Médico Laboral

Se regula en el Decreto 1796 de 2000, el cual señala:

ARTICULO 14. ORGANISMOS Y AUTORIDADES MEDICO-LABORALES MILITARES Y DE POLICÍA. Son organismos médico-laborales militares y de policía:

1. El Tribunal Médico-Laboral de Revisión Militar y de Policía

2. La Junta Médico-Laboral Militar o de Policía

Son autoridades Medico-Laborales militares y de policía:

1. Los integrantes del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía.

2. Los integrantes de las Juntas Médico-Laborales.

3. Los médicos generales y médicos especialistas de planta asignados a Medicina

4. Laboral de las Direcciones de Sanidad de las Fuerzas Militares y Policía Nacional.

ARTICULO 15. JUNTA MEDICO-LABORAL MILITAR O DE POLICÍA. Sus funciones son en primera instancia:

1 Valorar y registrar las secuelas definitivas de las lesiones o afecciones diagnosticadas.

2 Clasificar el tipo de incapacidad sicofísica y aptitud para el servicio, pudiendo recomendar la reubicación laboral cuando así lo amerite.

3 Determinar la disminución de la capacidad psicofísica.

4 Calificar la enfermedad según sea profesional o común.

5 Registrar la imputabilidad al servicio de acuerdo con el Informe Administrativo por Lesiones.

6 Fijar los correspondientes índices de lesión si hubiere lugar a ello.

7 Las demás que le sean asignadas por Ley o reglamento.

ARTICULO 16. SOPORTES DE LA JUNTA MEDICO-LABORAL MILITAR O DE POLICÍA. Los soportes de la Junta Médico-Laboral serán los siguientes:

a. La ficha médica de aptitud psicofísica.

b. El concepto médico emitido por el especialista respectivo que especifique el diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones que presente el interesado.

c. El expediente médico - laboral que reposa en la respectiva Dirección de Sanidad.

d. Los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario realizar.

e. Informe Administrativo por Lesiones Personales.

PARÁGRAFO. Una vez recibidos los conceptos médicos definitivos que determinen las secuelas permanentes, la Junta Medico Laboral se deberá realizar a más tardar dentro de los noventa (90) días siguientes.

(…)

ARTICULO 19. CAUSALES DE CONVOCATORIA DE JUNTA MEDICO-LABORAL. Se practicará Junta Médico-Laboral en los siguientes casos:

1. Cuando en la práctica de un examen de capacidad sicofísica se encuentren lesiones o afecciones que disminuyan la capacidad laboral.

2. Cuando exista un informe administrativo por lesiones.

3. Cuando la incapacidad sea igual o superior a tres (3) meses, continuos o discontinuos, en un (1) año contado a partir de la fecha de expedición de la primera excusa de servicio total.

4. Cuando existan patologías que así lo ameriten

5. Por solicitud del afectado

PARÁGRAFO. Si después de una Junta Médico-Laboral definitiva la persona continúa al servicio de la Institución y presenta más adelante lesiones o afecciones diferentes, éstas serán precisadas y evaluadas mediante nueva Junta Médico-Laboral”. (Subrayado del Despacho).
A folios 146 y 147 vueltos del cuaderno de pruebas, obra el Acta de Junta Médica Laboral No. 1759 del 27 de Agosto de 2014, practicada al auxiliar bachiller de la policía en licencia YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, en la cual se señala:


“VI. CONCLUSIONES

A- Antecedentes – Lesiones – Afecciones - Secuelas
1. TRAUMA FACIAL. FRACTURA MALAR DERECHA CON POSTERIOR DIASTESIS EN REBORDE INFRAORBITARIO DERECHO SIN SECUELAS FUNCIONALES.
2. FRACTURA NASAL SIN SECUELAS FUNCIONALES.
3. MIOPIA AGUDEZA VISUAL 20/20 CON CORRECCIÓN.
B- Clasificación de las lesiones o afecciones y calificación de capacidad psicofísica para el servicio
INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL – APTO
C- Evaluación de la disminución de la capacidad laboral
Presenta una disminución de la capacidad laboral de:
Actual: 0%

Total: 0%

D- Imputabilidad del servicio
De acuerdo al Artículo 24 del Decreto 1796/2000 el corresponde el literal:
B_ En el servicio por causa y razón del mismo, es decir, enfermedad profesional y/o accidente de trabajo, se trata de accidente de trabajo.
E- Fijación de los correspondientes índices
De acuerdo al Artículo 71 del decreto 094/1989, modificado y adicionado por el Decreto Ley 1796 de 2000, le corresponde los siguientes índices:

A1. NO AMERITA ÍNDICE LESIONAL

A2. NO AMERITA ÍNDICE LESIONAL

A3. NO AMERITA ÍNDICE LESIONAL

NOTA: A1, A2, ESTÁ RELACIONADA CON ENFERMEDAD PROFESIONAL 139/2010 de 07/01/2011 DECUN LITERAL B. A3. NO PRESENTA PATOLOGÍA. (…)” (Subrayado del Despacho)
Con el contenido de las documentales señaladas queda totalmente en evidencia la responsabilidad de la administración, en el sentido de que los hechos originarios fueron de OCURRENCIA EN EL SERVICIO POR CAUSA Y RAZÓN DEL MISMO, sin embargo, los hechos no le produjeron cifra alguna correspondiente a disminución en su capacidad laboral.
Por otra parte dentro de las documentales arrimadas al proceso a folios 28 a 39 del cuaderno de pruebas, obra la historia clínica de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional perteneciente a YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, en donde se evidencian los períodos en los cuales estuvo incapacitado, a saber:

· En el folio 31 del cuaderno de pruebas se observa una incapacidad de 10 días en el período comprendido entre el 29 de Noviembre y el 08 de Diciembre de 2010.
· En el folio 33 del cuaderno de pruebas se consigna una incapacidad de 3 días en el período comprendido entre el 09 de Diciembre y el 11 de Diciembre de 2010.
· En el folio 35 del cuaderno de pruebas se establece una incapacidad de 15 días en el período comprendido entre el 23 de Diciembre de 2010 al 06 de Enero de 2011.
El demandante estuvo incapacitado un total de 28 días. 
8.4. DEL DAÑO ANTIJURIDICO Y DEL TÍTULO DE IMPUTACIÓN EN CONSCRIPTOS
Sobre la noción del daño antijurídico y al título de imputación el Consejo de Estado
, ha predicho:
“(…) “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar” En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión” en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política (…)” (Subrayado del Despacho)
En el mismo sentido al analizar el título de imputación respecto de quienes ingresan forzosamente a prestar el servicio militar y quienes lo hacen voluntariamente, el máximo tribunal administrativo
, precisó:

“En efecto, de tiempo atrás ha analizado la responsabilidad respecto de los conscriptos bajo el régimen objetivo del daño especial, determinado, por dos situaciones que deben concurrir:
 en primer lugar, por el rompimiento del equilibrio de la igualdad frente a las cargas públicas que se genera al ser incorporados, por mandato constitucional
 en los términos
 y salvo las excepciones consagradas por la Ley, a prestar el servicio militar de manera obligatoria, pese a que no todos los asociados están llamados a soportar tal situación y, en segundo lugar, por las mayores contingencias a las que están sometidos en relación con los demás miembros de la sociedad, por consiguiente, cuando sufren desmedro físico o fallecen por razón del servicio, el Estado asume la obligación de reparar todos los daños antijurídicos que se causen con ocasión del mismo, pues el conscripto sólo está obligado a soportar la restricción relativa de los derechos y libertades que resultan inherentes del ejercicio de la actividad militar. 

La anterior situación no se genera, en principio, con el segundo grupo, es decir, con el personal de las Fuerzas Armadas que se vincula de manera voluntaria en virtud de una relación legal y reglamentaria, como sucede en el asunto sub – lite con los Agentes Profesionales de la Policía Nacional Luis Andulfo Ortega Pabón y Luis Fernel Botello Mendoza o como sucede igualmente, por vía de ejemplo, con el personal de Soldados Voluntarios, Soldados Profesionales, Suboficiales y Oficiales las Fuerzas Armadas (Ejército Nacional, Armada Nacional, Fuerza Aérea y Policía Nacional), porque al elegir su oficio consienten su incorporación y asumen los riesgos inherentes al mismo, a su turno, la Entidad estatal debe brindar la instrucción y el entrenamiento necesario para el adecuado desempeño de sus funciones, por consiguiente, si se concreta el riesgo que voluntariamente asumieron se genera la llamada por la doctrina francesa indemnización a forfait
-
 de manera que, en principio, para que la responsabilidad estatal surja en este tipo de eventos, además del riesgo inherente a la profesión debe ocurrir un hecho anormal generador de un daño que no se está obligado a soportar, evento en el cual surge el derecho a reclamar una indemnización plena y complementaria a la que surge de la esfera prestacional, bajo el régimen general de la responsabilidad de la administración, con las connotaciones propias en relación con los elementos estructurales y las causas extrañas enervantes del fenómeno jurídico. Es de anotar que la Sala ha precisado que la “indemnización a forfait” y la indemnización plena no son, en principio, excluyentes entre sí, porque la primera tiene una causa legal independiente del fenómeno de la responsabilidad civil extracontractual, lo cual implica que debe pagarse de manera independiente a que la responsabilidad de la administración se halle o no comprometida por la ocurrencia de los hechos, en tanto la segunda tiene origen en la responsabilidad misma, proveniente del daño antijurídico que no está obligado a soportar el administrado
. (Negrillas del Despacho)
En el presente asunto como ya se mencionó, se diferenció entre el ingreso voluntario o el ingreso por obligación constitucional, como en el presente caso, y de conformidad con la jurisprudencia precitada, frente la lesión que sufrió YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ durante la prestación de sus servicio militar obligatorio, se considera que el afectado no está en deber de jurídico de soportar el daño de que fue víctima y por lo tanto, el Estado está en la obligación de indemnizar los perjuicios que sufrió.
Con relación al título de imputación la jurisprudencia del Consejo de Estado
 ha señalado:
“Se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por la ruptura del principio de igualdad frente a las cargas públicas, y al respecto, ha sido reiterada la jurisprudencia de esta Corporación, en relación con el régimen de responsabilidad aplicable por los daños causados a quienes se encuentran en situación de conscripción. En efecto, “respecto de los daños sufridos por quienes prestan el servicio militar obligatorio, se ha reiterado que la responsabilidad estatal se estructura bajo un régimen objetivo (tanto por daño especial, como por riesgo excepcional), por virtud de la ruptura del principio de igualdad en la asunción de las cargas públicas debido a que el ingreso a la fuerza pública ocurre en razón del acatamiento del mandato constitucional previsto en el artículo 216 (…)”de la Constitución Política.

(…)

El régimen de responsabilidad aplicable al caso sub lite es de carácter objetivo pues “frente a los perjuicios ocasionados a soldados regulares (conscriptos), en la medida que su voluntad se ve doblegada por el imperium del Estado, al someterlos a la prestación de un servicio que, no es nada distinto, a la imposición de una carga o un deber público, es claro que la organización estatal debe responder (…) Además, no debe perderse de vista que, en tanto la administración pública imponga el deber de prestar el servicio militar, debe garantizar la integridad psicofísica del soldado en la medida en que es una persona que se encuentra sometida a su custodia y cuidado, además que, por regla general, lo sitúa en una posición de riesgo, lo que, en términos de imputabilidad significa que debe responder por los daños que le sean irrogados relacionados con la ejecución de la carga pública”. (Subrayado del Despacho).

En el presente asunto se encuentra más que probado el estado de conscripción del lesionado en la fecha de ocurrencia de los hechos y por lo tanto, en virtud de lo expuesto por el Consejo de Estado en jurisprudencia anteriormente citada nos encontramos frente a un régimen de responsabilidad objetivo, en tanto que la voluntad en la prestación del servicio militar está supeditada al Imperio del Estado, pero de igual manera es la administración la que debe garantizar la integridad psicofísica del auxiliar bachiller de policía por estar sometido a su custodia y cuidado.
En síntesis, ha quedado demostrado que el actor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ como Auxiliar Bachiller adscrito al departamento de Policía de Cundinamarca y en su ejercicio en hechos ocurridos el día 28 de Noviembre de 2010 cuando se encontraba prestando  servicio de vigilancia comunitaria, y es llamado a prestar apoyo en la patrulla de vigilancia para un procedimiento de captura, interfiere y recibe un puño de un menor de edad, hechos que se encuentran detallados en la calificación del Informe Administrativo Prestacional por Lesiones No. 139/2010 del 07 de Enero de 2011. Al ser evaluado por la Junta Médico Laboral de la Dirección de Sanidad del Policía Nacional se le diagnostica 1.
TRAUMA FACIAL. FRACTURA MALAR DERECHA CON POSTERIOR DIASTESIS EN REBORDE INFRAORBITARIO DERECHO SIN SECUELAS FUNCIONALES. 2.
FRACTURA NASAL SIN SECUELAS FUNCIONALES. 3.
MIOPÍA AGUDEZA VISUAL 20/20 CON CORRECCIÓN. Clasificando las lesiones o afecciones y la capacidad psicofísica para el servicio con INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL - APTO, sin embargo, en la evaluación de la disminución de la capacidad laboral dictaminó 0%, pese a que los hechos ocurrieron EN EL SERVICIO POR CAUSA Y RAZÓN DEL MISMO, con lo que quedo probado no solo el daño sino la imputabilidad del mismo a la Policía Nacional, por lo que el Despacho accederá parcialmente a las pretensiones de la demanda, para lo cual se procederá a la resolución de las excepciones propuestas y la liquidación de los perjuicios, correspondiente a los días de incapacidad temporal del lesionado, teniendo en cuenta que la evaluación médico laboral arrojó como resultado un índice de 0% en la disminución de la capacidad laboral.
8.5. DECISIÓN DE EXCEPCIONES DE MÉRITO PROPUESTAS POR LA POLICÍA NACIONAL

COBRO DE LO NO DEBIDO (folio 78 del cuaderno principal)

Frente a ésta excepción se debe indicar que la apoderada de la Policía Nacional la sustenta bajo el presupuesto que los perjuicios e indemnizaciones reclamadas son como consecuencia del actuar de un tercero, sin embargo, el Despacho no comparte lo manifestado por la abogada, por cuanto el accionar del hoy demandante fue en virtud del llamado que se le hizo para prestar apoyo en la patrulla de vigilancia para un procedimiento de captura, tal y como se indicó en la calificación  del informe administrativo prestacional por lesiones No. 139/2010, por lo tanto, los hechos se originaron en el servicio en cumplimiento de un deber legal, pues la institución a la que hacía parte tiene como fin primordial de conformidad con el ordenamiento constitucional el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz
.
De otra parte, conforme se señaló en la parte motiva de la presente providencia y la jurisprudencia citada como sustento, la responsabilidad referente a la integridad de los conscriptos es de carácter objetivo, y por lo tanto, la custodia y bienestar de los auxiliares de la Policía Nacional está en cabeza de la institución, más cuando los hechos fueron calificados como de ocurrencia en el servicio por causa y razón del mismo, es decir, accidente de trabajo. 

Por lo anterior, se declara la improsperidad de la excepción denominada COBRO DE LO NO DEBIDO.

HECHO DE UN TERCERO (folios 78 y 79 del cuaderno principal)

La apoderada de la demandada indica como argumentos de la excepción que el Estado no tiene forma de proteger a cada uno de los miembros de la sociedad y no tiene por qué asumir la responsabilidad por hechos delictivos causados por terceros, pero el Despacho advierte que en el presente asunto no nos encontramos frente a un miembro de la sociedad común y corriente, sino frente a un auxiliar bachiller que se encontraba en servicio activo, y frente al cual la entidad propende por devolverlo al seno de la sociedad en las condiciones en que ingresó a la institución,  de conformidad con la teoría del depósito y las reglas correspondientes al deber positivo y de especial protección por parte del Estado, pues el conscripto se somete a riesgos excepcionales que no está en la obligación de soportar por cuanto su vinculación a la Policía Nacional se hace en cumplimiento de un deber legal.

Por lo anterior, y tendiendo los argumentos esbozados en la resolución de la excepción denominada cobro de lo no debido, se declara la improsperidad de la excepción denominada HECHO DE UN TERCERO.

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA (folios 79 y 80 del cuaderno principal)

Para el asunto bajo estudio se debe recalcar la finalidad de la Policía Nacional contemplado en el artículo primero de la Ley 62 de 1993, el cual estipula:

“Finalidad. La Policía Nacional, como parte integrante de las autoridades de la República y como cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, está instituida para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida honra bienes, creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Así mismo, para el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.

La actividad de la Policía está destinada a proteger los derechos fundamentales tal como está contenido en la Constitución Política y en pactos, tratados y convenciones internacionales de Derechos Humanos, suscritos y ratificados por Colombia. La actividad Policial está regida por la Constitución Política, la ley y los derechos Humanos”. (negrillas y subrayado del Despacho).
En atención a lo señalado en el artículo precitado y reiterando el postulado de responsabilidad objetiva en el caso de los sujetos miembros de la institución en grado de conscripción, no le asiste razón a la parte excepcionante al indicar que entre la Policía Nacional y el demandante no existe una estrecha relación jurídico sustancial, pues no existe acción, omisión o extralimitación de sus funciones, por cuanto la apoderada de la demandada no puede desconocer que el actuar del auxiliar de policía se ciñó a los fines de la institución, adicionalmente como ya ha referido éste juzgado, al señor YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ se le impartió la orden de prestar apoyo en el procedimiento de captura por el cual recibió las lesiones que hoy comprometen la responsabilidad del cuerpo policial, por lo tanto, la Policía Nacional no puede desconocer la responsabilidad objetiva que le compete en el caso sub examine, y no puede negar que los hechos por los cuales el accionante sufrió las lesiones, fueron con ocasión y por causa del servicio; por último con el acta de Junta Médico Laboral No. 1759 de 27 de Agosto de 2014 (folio 146 vuelto del cuaderno principal), también se catalogaron las afecciones como en el servicio por causa y razón del mismo. 

Se debe recordar que de conformidad con la sentencia del 16 de Septiembre de 2013
, “el Estado contrae en relación con los conscriptos un deber positivo de protección, lo cual implica que debe responder por los daños que éstos sufran en el ejercicio de la actividad militar, pues, al imponer el deber de prestar el servicio militar, debe garantizar la integridad psicofísica del soldado, ya que se trata de una persona que se encuentra sometida a su custodia y cuidado, de suerte que la Administración asume una posición de garante, al doblegar la voluntad del soldado y disponer de su libertad individual para un fin determinado, por lo que entra en una relación de especial sujeción, que lo hace responsable de los posibles daños que pueda padecer aquél, mientras permanezca a su cargo”. (Negrillas y subrayado del Despacho).

Por lo señalado el Despacho declara la improsperidad de la excepción denominada FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA.
8.6. SOBRE LOS PERJUICIOS MATERIALES

Reclama el pago de este perjuicio el lesionado, YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ.
A su vez, por tratarse de conscripto, la liquidación se hará sobre la base del salario mínimo mensual legal vigente, que para el año en curso corresponde a la suma de $ 616.000,oo.
Atendiendo a que en el presente asunto se trata de una persona productiva y en atención a lo ordenado jurisprudencialmente el salario deberá ser aumentado en un 25%, por concepto de prestaciones sociales esto es:
616.000 + 25% = $770.000,oo
Como se indicó en la parte motiva de la presente providencia el demandante tuvo un total de 28 días de incapacidad temporal, por lo tanto habrá de dividir el salario mínimo legal mensual vigente por los 30 días del mes y multiplicarlo por los días de la respectiva incapacidad, así:
$770.000 divido por los 30 días = $25.666,66
$25.666,66 X 28 días = $ 718.666,48
8.7. SOBRE LOS PERJUICIOS MORALES
Sobre los perjuicios morales la jurisprudencia del Consejo de Estado – Sala Plena
, en que versa: 
“En relación con el perjuicio moral, debe precisarse que la Sala en diversos pronunciamientos ha señalado que este tipo de daño se presume en los grados de parentesco cercanos, puesto que la familia constituye el eje central de la sociedad en los términos definidos en el artículo 42 de la Carta Política. De allí que, el juez no puede desconocer la regla de la experiencia que señala que el núcleo familiar cercano se aflige o acongoja con los daños irrogados a uno de sus miembros, lo cual es constitutivo de un perjuicio moral. En este orden de ideas, se accederá a los requerimientos elevados en la demanda, motivo por el que los perjuicios morales serán decretados, previo señalamiento de que conforme a lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, se ha abandonado el criterio según el cual se estimaba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral, considerando que la valoración del mismo debe ser hecha por el juzgador en cada caso según su prudente juicio, por ello se sugirió la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado”. (Subrayado del Despacho)
En sentencia de 20/04/2005, de la Sección Tercera del Consejo de Estado
, sobre perjuicio moral en relación lesiones personales, puntualizo:

“En relación con el perjuicio moral ha reiterado la Sala que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico tiene una función básicamente satisfactoria
 y no reparatoria del daño causado y que los medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta la gravedad del daño causado al demandante. La magnitud del dolor puede ser apreciada por sus manifestaciones externas y por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba
. (negrilla del Despacho)

(…). 

De estas pruebas no hay lugar a inferir que la lesión haya generado secuelas físicas para el paciente, que por ejemplo, le afectaran la marcha, o que hubiera padecido un dolor moral diferente al que normalmente pueda sufrir cualquier persona que sufra una lesión física que lo incapacite por quince días y cuya recuperación haya sido satisfactoria. 

2.3. Con respecto a la indemnización por los perjuicios morales derivados de las lesiones corporales padecidas por un pariente cercano, ha dicho la Sala que debe distinguirse si las lesiones padecidas por la víctima fueron graves o leves. En el primer supuesto basta la prueba de la existencia de la lesión y el parentesco para que los perjudicados indirectos tengan derecho a la indemnización, porque la jurisprudencia infiere de estos dos hechos el dolor moral. En el segundo supuesto, es necesario acreditar, además, que la lesión sufrida por el damnificado les produjo dolor moral
.

En el caso sub examine, los demandantes (...), acreditaron ser, respectivamente, la madre y los hermanos…. Demostrado ese hecho se infiere el padecimiento moral que les produce la lesión corporal padecida por su pariente, padecimiento cuya intensidad está directamente vinculada a la gravedad de la lesión.” 

De conformidad con lo probado en el proceso y teniendo en cuenta la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre los perjuicios morales irrogados al lesionado y su núcleo familiar, se resalta que de reconocerse los mencionados perjuicios inmateriales, se reconocerán en su mayor intensidad en la suma de cien (100) SMLMV, intensidad que cobra su mayor grado en los casos de muerte.

En el presente asunto quedó demostrado el parentesco de los demandantes con el lesionado, pues quedó acreditada la calidad de padres y hermanos con los registros civiles de nacimiento obrantes en los folios 1 y 5 del cuaderno de pruebas, los días de incapacidad de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, el Despacho reconocerá las siguientes sumas:

Para YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ (lesionado)

10 SMLMV

Para GLORIA EMELINA JIMÉNEZ CORTÉS (madre)
  5 SMLMV

Para MANUEL CASTAÑEDA JIMÉNEZ (hermano)

  5 SMLMV

8.8. PERJUICIOS POR DAÑO A LA SALUD

El Consejo de Estado
 frente a éste tipo de indemnización precisó:

“cuando el daño tenga origen en una lesión corporal (daño corporal), sólo se podrán reclamar y eventualmente reconocer los siguientes tipos de perjuicios –siempre que estén acreditados en el proceso –: 

i) los materiales de daño emergente y lucro cesante; 

ii) y los inmateriales, correspondientes al moral y a la salud o fisiológico, el primero tendiente a compensar la aflicción o padecimiento desencadenado por el daño, mientras que el último encaminado a resarcir la pérdida o alteración anatómica o funcional del derecho a la salud y a la integridad corporal
. 

Desde esa perspectiva, se insiste, el daño a la salud comprende toda la órbita psicofísica del sujeto. En consecuencia, la tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera:

i) perjuicio moral; 

ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); 

iii) cualquier otro bien, derecho o interés legítimo constitucional, jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de “daño corporal o afectación a la integridad psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre que esté acreditada en el proceso su concreción y sea preciso su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación.

Es decir, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud.  

Ahora bien, el hecho de sistematizar el daño a la salud (integridad corporal, psicológica, sexual, estética), mientras se deja abierta la estructura de los demás bienes o derechos jurídicos, garantiza un esquema coherente con los lineamientos conceptuales, teóricos y prácticos del resarcimiento del daño, como quiera que no se presta para generar una tipología paralela al daño a la salud que produzca los mismos efectos perjudiciales que acarrearon las nociones abiertas e indefinidas del daño a la vida de relación y de alteración a las condiciones de existencia.

En consecuencia, el daño moral satisface la indemnización de la órbita interna y aflictiva del ser humano; el daño a la salud garantiza un resarcimiento más o menos equitativo y objetivo en relación con los efectos que produce un daño que afecta la integridad psicofísica de la persona; y, por último, será oportuno que se analice la posibilidad por parte de esta Corporación –siempre que los supuestos de cada caso lo permitan– de que se reparen los demás bienes, derechos o intereses jurídicos de la víctima directa o de los perjudicados que logren acreditar efectivamente que padecieron ese daño autónomo e independiente, sin que quede cobijado por la tipología antes delimitada (v.gr. el derecho al buen nombre). La aplicación de esta tipología del daño garantiza la reparación estática y dinámica del perjuicio, esto es los efectos internos y externos, subjetivos y objetivos, individuales y colectivos que la lesión antijurídica o injusta desencadena en el sujeto y las personas que constituyen su entorno. (…) (Negrillas y subrayado del Despacho).
La jurisprudencia citada indica que las lesiones que alteren las condiciones anatómicas y funcionales propias del individuo del derecho a la salud o la integridad corporal, da lugar al reconocimiento de los llamados perjuicios a la salud, en razón a las afecciones que altera las condiciones psicofísicas de la persona que los sufre. 
El Despacho reconocerá la suma de 5 SMLMV, a favor de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ.
8.9. COSTAS

El artículo 188 del CPACA señala:

“Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”.

El artículo 365 del C.G.P, versa:

“En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. (…)”. (Subrayado del Despacho).
En el presente asunto y en aplicación de las normas prescritas y por tratarse de condena en costas objetiva, a la parte que resulte vencida en el proceso, a quien se resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación, al que se le resuelva desfavorablemente un incidente, la formulación de excepciones previas, solicitud de nulidad o amparo de pobreza, entre otros, en el asunto que nos compete es la parte demandada MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, por lo que se condena al pago de la suma que resulte de la liquidación que se adelantará por Secretaría, incluyendo la suma de UN (01) SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE por concepto de agencias en derecho. 

Como en el presente asunto la sentencia es de carácter condenatorio, remítase a lo dispuesto en el art. 192 del CPACA sobre el cumplimiento de las sentencias y conciliaciones por parte de la entidad demandada.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y SIETE (37) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Declarar administrativa y extracontractualmente responsable a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL por los hechos que ocasionaron las lesiones y posterior incapacidad temporal de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ.

SEGUNDO. A efectos de la reparación por los PERJUICIOS derivados de las lesiones y posterior incapacidad temporal de YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa – Policía Nacional al pago de las siguientes sumas y conceptos al lesionado:

PERJUICIOS MATERIALES A FAVOR DE YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ, por la suma de $ 718.666,48
PERJUICIOS MORALES

Para YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ (lesionado)

10 SMLMV

Para GLORIA EMELINA JIMÉNEZ CORTÉS (madre)
  5 SMLMV

Para MANUEL CASTAÑEDA JIMÉNEZ (hermano)

  5 SMLMV

DAÑO A LA SALUD A FAVOR DE YEISON YOHANI TIJO JIMÉNEZ
· La suma de 5 SMLMV
TERCERO.  Niéganse las demás pretensiones de la demanda.
CUARTO. Declarar la improsperidad de las excepciones denominadas COBRO DE LO NO DEBIDO, HECHO DE UN TERCERO y FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA propuestas por la apoderada de la Policía Nacional.
QUINTO. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 192 del CPACA, en caso de que sea apelado el presente fallo y previo a resolver sobre dicha apelación, por Secretaría, entre el proceso al Despacho a efectos de señalar hora y fecha para llevar a cabo audiencia de conciliación.    

SEXTO. Una vez en firme esta providencia, cúmplase lo dispuesto en el artículo 192 del CPACA en concordancia y para los fines indicados en el art. 1º. Del Decreto 768 de 1993; expídanse a la parte actora las copias auténticas con las constancias de las que trata el artículo 115 del Código General del Proceso, teniendo en cuenta lo dispuesto en los acuerdos 2252 de 2004 y PSAA 084650 de 2008 proferidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, la parte interesada, deberá consignar la suma de cinco mil pesos ($5.000) en la cuenta de No. 4-0070-3-00-407-3 del Banco Agrario de Colombia denominada arancel judicial- Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
SÉPTIMO. Condenar en costas en esta instancia a la parte demandada MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL. Por Secretaría liquídense las costas incluyendo las agencias en derecho fijadas en la parte motiva de esta providencia. 
OCTAVO. Ejecutoriado el presente fallo por Secretaría remítanse los oficios correspondientes de conformidad con el inciso final del art. 192 del CPACA.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

OMAR EDGAR BORJA SOTO

Juez

 DFRH
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� CONSEJO DE ESTADO – SECCIÓN TERCERA. Consejero Ponente RAMIRO SAAVEDRA BECERRA. Radicación número: 68001-23-15-000-1995-01420-01(16200). Bogotá D.C. 003 de Mayo de 2007.


� Radicación número: 18001-23-31-000-1996-00770-01(17543)





� Art. 90 Constitución Política de Colombia de 1991.


� CONSEJO DE ESTADO – Sección Tercera. Consejera Ponente RUTH STELLA CORREA PALACIO. Radicación número: 25000-23-26-000-1995-01547-01(18272).Bogotá D.C. veintitrés (23) de Septiembre de 2009.


� CONSEJO DE ESTADO – SECCIÓN TERCERA, Subsección “C”, Consejera Ponente doctora OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ. Radicación número: 05001-23-27-000-1993-00089-01(20131). Bogotá D.C., primero (01) de febrero de dos mil doce (2012).


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Consejera ponente: MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR. Radicación número: 18001-23-31-000-1995-05743-01(15793). Bogotá, D. C., veinticinco (25) de febrero de dos mil nueve (2009).


� Sentencia proferida  el 23 de abril de 2008 Exp. 15720.


� Artículo 216 de la Constitución Política.


� Artículo 3º de la Ley 48 de 1993.


� Michel Paillet. La responsabilidad administrativa. Año 2001. Traducción: Jesús María Carrillo Ballesteros. Universidad Externado de Colombia 


� A este respecto en sentencia de fecha 3 de mayo de 2007. Radicación 16200, la Sala precisó:


 “…El mismo ordenamiento jurídico, se ha encargado de establecer un régimen prestacional de naturaleza especial, que reconozca esa circunstancia de riesgo connatural a las actividades que deben desarrollar estos servidores públicos, cuando quiera que resulten lesionados o muertos en razón y con ocasión del cumplimiento de sus funciones, por lo cual se puede afirmar que, desde este punto de vista, los miembros de tales instituciones se hallan amparados de un modo que generalmente excede el común régimen prestacional de los demás servidores públicos, en consideración al riesgo especial que implica el ejercicio de las funciones a su cargo….”


� Sentencia de marzo 1 de 2006, Exp. 14002 y Sentencia del 30 de agosto de 2007. Exp.15724.


� CONSEJO DE ESTADO – SECCIÓN TERCERA, Subsección “C”, Consejera Ponente doctora OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ. Radicación número: 18001-23-31-000-1996-09831-01(19388)	 .Bogotá D.C., nueve (09) de Mayo de dos mil once (2011) 


� Artículo 218 de la Constitución Política de 1991.


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección “A”. Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA. Radicación número: 68001-23-15-000-1998-00468-01(31499)


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena. Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO. Radicación número: 05001-23-31-000-2001-00799-01(36460). Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil trece (2013).


� Consejera Ponente RUTH STELLA CORREA PALACIO, Radicación número: 25000-23-26-000-1994-01574-01(15247), Actor: JAVIER ROJAS RIVERO Y OTROS,


� RENATO SCOGNAMIGLIO. El daño moral. Contribución a la teoría del daño extracontractual. traducción de Fernando Hinestrosa, Bogotá, Edit. Antares, 1962, pág. 46.


� Ver, por ejemplo, sentencia de 2 de junio de 2004, exp: 14.950. 


� Ver, entre otras, sentencia del 28 de octubre de 1999, exp: 12.384 y del 14 de septiembre de 2000, exp: 12.166. 


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Consejero Ponente doctor ENRIQUE GIL BOTERO. Radicación número: 05001-23-31-000-2007-00139-01(38222). Bogotá D.C., catorce (14) de septiembre de dos mil once (2011).


� “Se está en presencia de un nuevo sistema clasificatorio del daño que acepta la existencia de tres modalidades del mismo: los patrimoniales, los morales y el biológico. Diferenciándose el biológico en cuanto al moral en la medida en que el primero es la lesión en sí misma considerada, y otra diferente, son los sufrimientos, el dolor y los afectos que de dicha lesión se pueden derivar, lo que constituiría el efecto o daño moral; sin embargo, ambos hacen parte del daño no patrimonial, esto es, no susceptible de contenido económico.” GIL Botero, Enrique “Daño Corporal – Daño Biológico – Daño a la vida de relación”, pág. 10. 





